
En tercer lugar, debe ponderarse que el Acuerdo de 14 de marzo de 2025 no fue recurrido en plazo y que,
según la solicitud de informe de la Ciudad Autónoma, no constaba en el expediente de renovación documento
que evidenciase que otra organización sindical hubiera presentado en marzo de 2025 propuesta alternativa
ante la Ciudad Autónoma.

En cuarto lugar, la rectificación acordada el 10 de abril de 2026 ha corregido el error material relativo al origen
de la propuesta, separando la cuestión de fondo sobre la designación sindical de una inexactitud formal ya
subsanada por la vía del artículo 109.2 de la Ley 39/2015.

Todo ello conduce a entender que la revisión de oficio no aparece, con los datos disponibles, como el cauce
jurídicamente adecuado para dejar sin efecto el Acuerdo firme de 14 de marzo de 2025.

La solución principal que procede considerar es la inadmisión de la solicitud por carencia manifiesta de
fundamento, al no resultar acreditada una causa de nulidad de pleno derecho y plantearse, en realidad, una
controversia propia de la legalidad ordinaria que debió hacerse valer mediante los recursos procedentes
contra el Acuerdo de la Ciudad Autónoma antes de que ganara firmeza.

Subsidiariamente, si la Ciudad Autónoma optara por una solución procedimental más garantista, podría
tramitar el procedimiento de revisión de oficio y dictar resolución desestimatoria por inexistencia de causa de
nulidad radical, sin perjuicio de que dicha resolución pueda ser impugnada ante la jurisdicción
contenciosoadministrativa.

Si la Ciudad Autónoma considerase que la designación efectuada pudiera adolecer de un vicio de
anulabilidad, el cauce jurídicamente propio no sería la revisión de oficio por nulidad radical, sino, en su caso y
siempre que concurrieran sus presupuestos, la declaración de lesividad prevista para los actos favorables
anulables, con ulterior impugnación ante la jurisdicción contencioso-administrativa. No obstante, de la
documentación examinada no se desprenden elementos que impongan acudir a dicho cauce.

Tampoco resulta procedente acudir a la revocación para dejar sin efecto retroactivamente una designación
que produce efectos favorables para terceros, como son los vocales designados y la organización sindical a
la que representan.

Distinto es que, para futuras designaciones o renovaciones, se promueva una delimitación previa del ámbito
portuario de Melilla por la Autoridad Portuaria de Melilla, con audiencia de las organizaciones sindicales,
empresariales, Cámara de Comercio y sectores económicos afectados, al objeto de facilitar a la Ciudad
Autónoma el ejercicio de su competencia de designación con arreglo a criterios objetivos, transparentes y
homogéneos.

En virtud de los anteriores, formulamos

CONCLUSIONES

I.- El Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Melilla de 14 de marzo de 2025, por el que
se renovó a D. Joaquín Rodríguez Bayón como vocal titular y a D. Francisco Miguel López Fernández como
suplente en el Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria de Melilla, constituye un acto
administrativo singular de designación o renovación de miembros de un órgano colegiado, dictado en el
marco del artículo 30 del Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante.

II.- Examinada la documentación remitida, resulta sin ningún género de duda que dicho Acuerdo no fue
recurrido en vía administrativa ni jurisdiccional, por lo que debe partirse de su firmeza por falta de
impugnación en plazo.

III.- La revisión de oficio del artículo 106 de la Ley 39/2015 solo procede cuando concurra alguna causa de
nulidad de pleno derecho del artículo 47.1 de la misma Ley, las cuales poseen carácter de numerus clausus.
La eventual discrepancia sobre la interpretación del artículo 30.2.e) del Texto Refundido de la Ley de Puertos
del Estado y de la Marina Mercante o sobre el ámbito portuario computable no determina por sí sola la
nulidad radical del Acuerdo.

IV.- No se aprecia, con la documentación examinada, una lesión directa, manifiesta y cualificada del derecho
fundamental a la libertad sindical que permita subsumir el Acuerdo de 14 de marzo de 2025 en la causa de
nulidad de pleno derecho del artículo 47.1.a) de la Ley 39/2015.

La controversia planteada presenta naturaleza de legalidad ordinaria y debió articularse, en su caso,
mediante los recursos administrativos o jurisdiccionales procedentes frente al Acuerdo antes de su firmeza.

V.- La solución jurídicamente preferente consiste en inadmitir la solicitud de revisión de oficio por carencia
manifiesta de fundamento, al amparo del artículo 106.3 de la Ley 39/2015. Subsidiariamente, si se optara por
una posición procedimental más garantista, cabría tramitar el procedimiento del artículo 106 de la Ley
39/2015 y resolverlo mediante desestimación por inexistencia de causa de nulidad de pleno derecho. Ambas
soluciones preservan la posibilidad de control jurisdiccional ante el orden contencioso-administrativo.

VI.- La expresión “organizaciones sindicales relevantes en el ámbito portuario” del artículo 30.2.e) del Texto
Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante no se identifica automáticamente con la
mayor representatividad sindical general en el territorio de la Ciudad Autónoma ni con la implantación sindical
en el conjunto de la actividad económica de Melilla, sino con la relevancia sindical en el ámbito portuario
concreto.
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